El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / SUBSIDIARIEDAD / EL INTERESADO DEBE AGOTAR PREVIAMENTE LOS RECURSOS DE QUE DISPONGA ANTE EL JUEZ ACCIONADO Y NO PROMOVER SIMULTÁNEAMENTE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL / TUTELA PREMATURA.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
Mediante proveído del 27 de febrero siguiente la Juez Tercera Civil del Circuito decidió inadmitir la demanda y requirió a la parte actora para que la subsanara…
En el escrito por medio del cual se pretendió corregirla, presentado el 6 de marzo pasado, el apoderado de los demandantes, además de aportar la mayoría de la información requerida, alegó… 

Por auto del 13 de marzo último, la funcionaria accionada decidió rechazar la demanda ya que no se suministraron los nombres de los representantes legales de las citadas entidades y no se demostró la calidad con la que actúa Conrado de Jesús Vallejo Galeano.

La anterior decisión se notificó por estado el 14 del citado mes .

Surge de lo anterior que en este caso, no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el segundo.

En efecto, para la fecha en que se promovió el amparo, 15 de marzo último, apenas empezaba a correr el término de ejecutoria de la providencia mediante la cual se rechazó la demanda.

En estas condiciones el amparo constitucional solicitado resulta prematuro, pues la actora ha debido formular en el citado lapso los recursos que estimara pertinentes contra la decisión en que encuentra lesionados sus derechos y no acudir directamente a este medio subsidiario.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, abril primero (1º) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 124 del 1º de abril de 2019

Expediente No. 66001-22-13-000-2019-00228-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por la señora Lady Johanna Vallejo Salazar contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Yeimi Alejandro Vallejo Salazar, Conrado de Jesús Vallejo Galeano, Doly Salazar de Mira, Francia Elena y Juan Carlos Salazar Pérez.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:
1.1 Mediante proveído del 27 de febrero de 2019, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira ordenó subsanar la demanda presentada por la accionante, so pena de rechazo.
1.2 Oportunamente se corrigieron las falencias de encontradas; sin embargo, “con auto sin número de fecha marzo 13 del año en curso, notificada (sic) por estado el día 14 de marzo… se rechazó la demanda”, con sustento en que no se suministraron los nombres de los representantes legales de las entidades demandadas ni se aportó prueba que acredite la calidad con que actúa el señor Conrado de Jesús Vallejo Galeano.

1.3 En el escrito de por medio del cual se subsanó, se le explicó a la juez accionada: a) la dificultad de obtener el nombre de los citados representantes legales, ya que estos cargos suelen cambiar de funcionarios; b) es de pleno conocimiento de que el Consorcio Prestasalud no aparece registrado en Cámara de Comercio, pues esa persona jurídica se creó como una unión temporal y luego se convirtió en Medimás, razón por la cual “fue cancelada su existencia legal”; c) en los registros civiles de nacimiento de Yeimi Alejandro y Lady Johana Vallejo Salazar figuran como padres la señora Luz Piedad Salazar Pérez y Conrado de Jesús Vallejo Galeano, “como compañero de la anterior”. Además se pidió oficiar al Procurador General de la Nación, quien adelanta investigación disciplinaria contra las entidades demandadas, y al Ministerio de Salud y de la Protección Social y a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, teniendo en cuenta la reserva que existe sobre la información de algunas sociedades. 
1.4 Citó jurisprudencia relativa al defecto procedimental por exceso ritual manifiesto.

2. Considera lesionado su derecho al debido proceso y para su protección solicita se ordene al juzgado demandado revocar el auto que rechazó la demanda y en su lugar la admita.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 18 de marzo último se admitió la tutela y se ordenó vincular a los señores Yeimi Alejandro Vallejo Salazar, Conrado de Jesús Vallejo Galeano, Doly Salazar de Mira, Francia Elena y Juan Carlos Salazar Pérez. No se ordenó hacerlo respecto de las entidades accionadas en el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos, porque no han intervenido en esa actuación.
2. La titular del juzgado accionado y los vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. El problema jurídico que debe resolver la Sala, es determinar si procede la acción de tutela para ordenar al juzgado accionado revocar la decisión de rechazar la demanda formulada por la actora y en su lugar la admita. De serlo, se establecerá si se han lesionado derechos fundamentales del actor, que sean menester proteger.

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas incorporadas al expediente, que obran en el disco compacto visible a folio 25, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Los señores Lady Johanna Vallejo Salazar, Yeimi Alejandro Vallejo Salazar, Conrado de Jesús Vallejo Galeano, Doly Salazar de Mira, Francia Elena y Juan Carlos Salazar Pérez formularon demanda de reparación directa contra la EPS Cafesalud, el Consorcio Prestasalud, la EPS Medimás, el Ministerio de Salud y de la Protección Social y la Superintendencia Nacional de Salud
. 
4.2 El 23 de enero de 2019 el Juzgado Primero Administrativo de Pereira la rechazó por falta de jurisdicción y ordenó su envió al reparto de los jueces civiles del circuito de esta ciudad
.
4.3 Mediante proveído del 27 de febrero siguiente la Juez Tercera Civil del Circuito decidió inadmitir la demanda y requirió a la parte actora para que la subsanara, así: a) indicar los nombres de los representantes legales de las entidades accionadas; b) adecuar las pretensiones a las del proceso verbal e incorporar mandato que faculte al apoderado para presentar demanda de esa naturaleza; c) suministrar las direcciones en las cuales se notificarán las demandadas; d) incorporar prueba de la existencia y representación legal del Consorcio Prestasalud; e) aportar prueba de la calidad en que actúa el señor Conrado de Jesús Vallejo Galeano; f) presentar la estimación razonada de los perjuicios y g) allegar la demanda como mensaje de datos para el traslado
.
4.4 En el escrito por medio del cual se pretendió corregirla, presentado el 6 de marzo pasado, el apoderado de los demandantes, además de aportar la mayoría de la información requerida, alegó: a) desconocer los nombres de los representantes legales de las accionadas y carecer de su identificación tributaria y solicitó se oficiara a diferentes entidades públicas a efecto de obtener tales datos y b) en los registros civiles de nacimiento de Yeimi Alejandro y Lady Johana Vallejo Salazar figuran como sus padres los señores Luz Piedad Salazar Pérez y Conrado de Jesús Vallejo Galeano, este “como compañero de la anterior”
. 
4.5 Por auto del 13 de marzo último, la funcionaria accionada decidió rechazar la demanda ya que no se suministraron los nombres de los representantes legales de las citadas entidades y no se demostró la calidad con la que actúa Conrado de Jesús Vallejo Galeano
.
4.6 La anterior decisión se notificó por estado el 14 del citado mes
.

5. Surge de lo anterior que en este caso, no se satisfacen todos  los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el segundo.

En efecto, para la fecha en que se promovió el amparo, 15 de marzo último
, apenas empezaba a correr el término de ejecutoria de la providencia mediante la cual se rechazó la demanda.
En estas condiciones el amparo constitucional solicitado resulta prematuro, pues la actora ha debido formular en el citado lapso los recursos que estimara pertinentes contra la decisión en que encuentra lesionados sus derechos y no acudir directamente a este medio subsidiario.

Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas en el propio proceso, escenario normal previsto por el legislador para ello.

En conclusión, como no es posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, el amparo solicitado es improcedente y así se declarará.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E :

PRIMERO. Se declara improcedente la acción de tutela promovida por la señora Lady Johanna Vallejo Salazar contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Yeimi Alejandro Vallejo Salazar, Conrado de Jesús Vallejo Galeano, Doly Salazar de Mira, Francia Elena y Juan Carlos Salazar Pérez.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Folios 1 a 14


� Folios 130 a 135


� Folios 142 y 143


� Folios 154 a 161


� Folio 162


� Folio 162


� Folios 16 y 17 de este cuaderno





6

